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«De la diputada María del Rosario Orozco Caballero, de
Morena, posicionamiento relativo al dictamen.

Con permiso de la presidencia: 

Nos encontramos ante una encrucijada histórica que exige
una respuesta contundente, sensata y de alcance profundo
para enfrentar dos de los flagelos más letales y corrosivos
que afectan a México: el tráfico de fentanilo y la extorsión.

El fentanilo, un opioide sintético con una capacidad de
adicción y mortalidad apabullante, ha devastado comuni-
dades enteras en diversos países y, desafortunadamente, ha
empezado a hacer estragos en ciertos puntos de nuestra 
geografía. Su consumo y tráfico generan una escalada de
violencia, fortalecen a las redes del crimen organizado y
causan profundas heridas en el tejido social.

Por otro lado, la extorsión ha evolucionado de ser un fenó-
meno aislado a convertirse en una epidemia, sustentada en
el miedo, la vulnerabilidad de las personas y las nuevas
tecnologías que permiten a los criminales operar con una
aparente impunidad. Entre sus modalidades, el derecho de
cobro de piso es una de las más alarmantes, con repercu-
siones directas en la vida de miles de ciudadanos y secto-
res productivos estratégicos. En Michoacán, agricultores
de limón y aguacate son forzados a pagar cuotas que afec-
tan sus ingresos y estabilidad.

En el Estado de México, vendedores de pollo, maíz o frijol
deben someterse a los caprichos del crimen. En Guerrero,
transportistas han suspendido actividades por días, deses-
perados ante la incapacidad de las autoridades para prote-
gerlos.

Y no podemos ignorar la realidad de la capital del país,
donde comerciantes y restauranteros del Centro Histórico,
Polanco, Condesa y Coyoacán, son víctimas de un sistema
de extorsión que demuestra la cercanía y el alcance del pro-
blema, incluso en las inmediaciones del Palacio Nacional.

Frente a este panorama desolador, resulta necesario discu-
tir la implementación de medidas excepcionales para dete-
ner el avance de estos delitos.

La prisión preventiva oficiosa para quienes trafiquen con
fentanilo o participen en extorsiones es una propuesta que
busca salvaguardar la paz y la justicia para quienes hoy vi-
ven con temor y para quienes han sido doblegados por es-
tas formas de violencia.

Sin embargo, esta medida debe ser aplicada con plena
consciencia de su naturaleza extraordinaria, reconociendo
que no es una solución mágica, sino parte de un esfuerzo
más amplio y multidimensional.

La propuesta de reforma se inscribe en un marco más am-
bicioso para prevenir, combatir y erradicar el tráfico de
drogas sintéticas, el narcomenudeo, la defraudación fiscal
y el contrabando, pero no debe caer en excesos o en el sa-
crificio de los derechos humanos fundamentales. El reto,
señoras y señores, es encontrar un equilibrio que garantice
la seguridad sin menoscabar la justicia.

Esta batalla requiere también de la participación ciudada-
na, de la colaboración activa entre los distintos órdenes de
gobierno, la sociedad civil y todos aquellos comprometidos
con la seguridad de México.

Debemos reforzar la prevención del delito, asegurar la re-
habilitación de quienes han caído en el círculo del crimen
y atender con sensibilidad a las víctimas. Sólo así, con un
enfoque integral y coordinado, podremos vencer esta ola
de violencia que amenaza con socavar nuestro futuro. Es
tiempo de actuar con firmeza, justicia y compromiso.

Muchas gracias.

Ciudad de México, a 13 de noviembre de 2024.— Diputada María del
Rosario Orozco Caballero (rúbrica).»



«De la diputada Montserrat Ruiz Páez, de Morena, posi-
cionamiento relativo al dictamen.

Diputado Sergio Carlos Gutiérrez Luna, presidente de la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión de la LXVI Legislatura.— Presente. 

Hoy me dirijo a esta honorable Asamblea para expresar,
con absoluta convicción y firmeza, mi total respaldo a la
iniciativa de reforma del párrafo segundo del artículo 19 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en materia de prisión preventiva oficiosa, presentada por el
ex presidente, Andrés Manuel López Obrador. 

No podemos seguir permitiendo que los delincuentes ope-
ren con total impunidad, afectando la vida, la salud y el pa-
trimonio de nuestro pueblo. Es necesario que actuemos con
responsabilidad y determinación para frenar la ola de deli-
tos que han azotado a nuestro país, muchos de los cuales
fueron solapados y hasta fomentados durante los gobiernos
anteriores del PRI y del PAN.1

La oposición, en su afán por obstaculizar el progreso y
mantener sus privilegios, ha mostrado una preocupante in-
diferencia ante el sufrimiento de la ciudadanía. Durante sus
administraciones, permitieron que la corrupción y la delin-
cuencia organizada se infiltrarán en las instituciones, debi-
litando al Estado y dejando a la población a merced de la
inseguridad.2 Ahora, pretenden bloquear una reforma que
busca cerrar las puertas a la impunidad y fortalecer el esta-
do de derecho. 

Es vergonzoso que aquellos que sumieron al país en la vio-
lencia y la corrupción se opongan a medidas que buscan
corregir sus errores y proteger a la sociedad. Su resistencia
a esta reforma no es más que una muestra de que continú-
an defendiendo intereses oscuros y privilegios indebidos,
en lugar de velar por el bienestar de México.3

La iniciativa en cuestión propone incluir en el catálogo de
delitos que ameritan prisión preventiva oficiosa a la extor-
sión, el narcomenudeo, las actividades ilícitas relacionadas
con el fentanilo y otras drogas sintéticas, la defraudación
fiscal, el contrabando y la emisión de comprobantes fisca-
les falsos. Estos delitos han aumentado de manera alar-
mante en los últimos años, afectando gravemente la segu-
ridad y la economía de nuestro país.4

De acuerdo con la Encuesta Nacional de Victimización y
Percepción sobre Seguridad Pública 2022, durante el año

2021 se cometieron aproximadamente 4.9 millones de de-
litos de extorsión, lo que equivale a una tasa de 5,375 ex-
torsiones por cada 100,000 habitantes.5 Este delito, en mu-
chas ocasiones vinculado a la delincuencia organizada, ha
sembrado miedo y zozobra en la población, especialmente
entre los sectores más vulnerables. 

Asimismo, el consumo y tráfico de fentanilo y otras drogas
sintéticas ha incrementado significativamente, represen-
tando una amenaza seria para la salud pública y contribu-
yendo al fortalecimiento de grupos delictivos.6 El fentani-
lo, un opioide sintético hasta 100 veces más potente que la
morfina, ha causado miles de muertes en México y en el
mundo.7

En el ámbito fiscal, los esquemas de defraudación han cos-
tado al país más de 338 mil millones de pesos entre 2017 y
2019, según datos del Servicio de Administración Tributa-
ria (SAT).8 Esta situación no sólo afecta las finanzas públi-
cas, sino que también socava la capacidad del Estado para
brindar servicios esenciales como educación, salud y segu-
ridad. 

¿Acaso la oposición prefiere proteger a quienes cometen
estos delitos en lugar de salvaguardar los intereses del pue-
blo? Su negativa a apoyar esta reforma es una clara evi-
dencia de que buscan mantener un sistema legal débil que
favorece la impunidad y protege los privilegios de unos
cuantos.9

Es hora de poner un alto a la hipocresía y a la doble moral.
No podemos permitir que los mismos que permitieron que
el país se sumiera en la inseguridad y la corrupción sigan
dictando el rumbo de nuestra nación. Esta Reforma es una
respuesta directa a las demandas de la ciudadanía, que exi-
ge seguridad, justicia y un alto a la impunidad. 

La prisión preventiva oficiosa es una herramienta legal que
permite asegurar que los imputados por delitos graves no
evadan la acción de la justicia ni continúen dañando a la
sociedad mientras enfrentan sus procesos legales. Es una
medida cautelar necesaria y proporcional, que se aplicará
con pleno respeto a los derechos humanos y bajo estrictos
criterios legales.10

No se trata de violar la presunción de inocencia, como fal-
samente argumenta la oposición, sino de garantizar la pro-
tección de la sociedad y de las víctimas frente a delitos que,
por su naturaleza y gravedad, representan un peligro inmi-
nente. Es necesario recordar que la seguridad pública es un



derecho fundamental de todas y todos los mexicanos, y es
deber del Estado garantizarlo. 

Invito a mis compañeras y compañeros legisladores a de-
jar de lado intereses partidistas y a actuar con responsa-
bilidad y compromiso. No podemos seguir siendo rehe-
nes de quienes solo buscan mantener sus privilegios a
costa del sufrimiento de la población. Es momento de de-
mostrar que estamos del lado correcto de la historia, apo-
yando iniciativas que fortalecen el estado de derecho y
promueven el bienestar común. 

La aprobación de esta reforma representará un avance sig-
nificativo en la lucha contra la delincuencia y la corrup-
ción. No podemos permitir que los esfuerzos por construir
un México más seguro y justo sean obstaculizados por
quienes añoran regresar a los tiempos de impunidad y sa-
queo.

El pueblo de México nos observa y espera acciones con-
cretas. No defraudemos su confianza. Es nuestra respon-
sabilidad como representantes populares legislar en fa-
vor de los intereses de la nación, fortaleciendo las
instituciones y garantizando un futuro mejor para las
próximas generaciones. 

Es cuanto presidente. 

Notas

1 Durante las administraciones del PRI y PAN, diversos indicadores de
seguridad y corrupción mostraron un deterioro significativo. Fuente:
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), “Estadísticas de
criminalidad en México”, 2018.

2 Transparencia Internacional, “Índice de Percepción de la Corrup-
ción”, 2015-2018. 

3 Centro de Investigación y Docencia Económicas (CIDE), “La captu-
ra del Estado en México”, 2019. 

4. Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, “Informe anual de
seguridad”, 2021. 

5. INEGI. “Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre
Seguridad Pública 2022”. 

6 “Informe Mundial sobre las Drogas 2022”.

7 Organización Mundial de la Salud (OMS), “Alerta sobre el uso y trá-
fico de fentalino”, 2021. 

8 Servicio de Administración Tributaria (SAT), “Esquemas de factura-
ción falsa y su impacto en la recaudación fiscal”, 2019.

9 Medios de comunicación nacionales, artículos de opinión y reporta-
jes, 2023. 

10 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Artículo
19, reformado en 2008 y 2019.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a  13 de noviembre de 2024.— 
Diputada Montserrat Ruiz Páez (rúbrica).»



«Del diputado Humberto Ambriz Delgadillo, del PRI, po-
sicionamiento relativo al dictamen.

Con la venia de la presidencia; honorable Asamblea:

La prisión preventiva oficiosa, así la disfracemos, o la vis-
tamos de lo que fuere, equivale a una detención arbitraria,
y es uno de los muchos síntomas, tanto del fracaso del sis-
tema de administración, y procuración de justicia, como de
la hipocresía e incongruencia del actual régimen, sin im-
portar el piso en el que se pretendan ubicar. 

Después de quejarse durante 10 años de la prisión preven-
tiva oficiosa, lo mismo en administraciones emanadas del
PRI como del PAN, ustedes, los que son diferentes, la quie-
ren robustecer. 

Si hemos de hablar de catálogos, propongo que empece-
mos por todo aquello que la prisión preventiva oficiosa pi-
sotea: la presunción de inocencia, el derecho a la libertad
personal, la igualdad ante la ley, el debido proceso, el de-
recho a la integridad personal, el deber, de fundar y moti-
var, la medida privativa de la libertad, la independencia ju-
dicial, el derecho a la revisión judicial, la persecución
eficaz de los delitos, y el enfoque de derechos humanos en
la seguridad pública.

Mi reserva representa, un paso adelante, en el respeto por
los compromisos asumidos por nuestro país, en materia de
protección de la persona, y el debido proceso.

En la misma, se le concede al Estado mexicano, un plazo
de ciento ochenta días naturales, para realizar los ajustes a
nuestra legislación doméstica, a fin de erradicar, de una vez
por todas, la figura de la prisión preventiva oficiosa del or-
den jurídico nacional, para provecho de la justicia y bene-
plácito de la sociedad mexicana, la que no se merece se-
mejante indefensión.

Es cuanto.

Ciudad de México, a 13 de noviembre de 2024.— Diputado Humber-
to Ambriz Delgadillo (rúbrica).»



«De la diputada Ofelia del Socorro Jasso Nieto, del PRI,
posicionamiento relativo al dictamen.

Con la venia de la presidencia; buenas tardes. 

El Partido Revolucionario Institucional se ha distinguido
históricamente por su compromiso con la justicia, la lega-
lidad y el pleno respeto a los derechos humanos, hoy nos
encontramos ante una propuesta de reforma constitucional
que busca ampliar el catálogo de delitos sujetos a prisión
preventiva oficiosa, agregando delitos como la extorsión,
el narcomenudeo, el uso de falsos comprobantes fiscales,
entre otros. 

Frente a esta situación, el Partido Revolucionario Institu-
cional manifiesta con claridad y determinación su postura
en contra. Ya que no podemos apoyar una medida que, le-
jos de brindar justicia, profundiza las desigualdades y aten-
ta contra el principio de presunción de inocencia, piedra
angular de cualquier sistema judicial democrático. 

La prisión preventiva oficiosa es una herramienta que, apli-
cada de manera automática, se convierte en una pena anti-
cipada.  

Es un castigo previo al juicio que vulnera derechos funda-
mentales y viola los estándares internacionales estableci-
dos, incluyendo los principios del Estatuto de Roma, que
México ha ratificado y que promueve el respeto a la digni-
dad y al debido proceso en cada etapa del sistema judicial. 

La prisión preventiva, como medida cautelar, debe aplicar-
se en casos excepcionales, sin embargo, en México hemos
visto cómo esta medida se ha convertido en una práctica
habitual, una respuesta rápida y fácil para enfrentar proble-
mas de inseguridad, en lugar de fortalecer las capacidades
de investigación y asegurar un proceso judicial ágil y efi-
ciente. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sido
clara en señalar que la prisión preventiva oficiosa contra-
viene el derecho a la libertad personal y la presunción de
inocencia, instando a México a reformar su legislación en
esta materia.  

En el Grupo Parlamentario del PRI estamos a favor de la
justicia, pero no de una justicia que castiga sin juicio,
que criminaliza a los sectores más vulnerables y que se
convierte en un garrote político para silenciar voces y
opiniones. 

Además, debemos recordar que esta medida afecta despro-
porcionadamente a quienes no tienen acceso a una defensa
adecuada, es decir, a las personas más pobres. 

En un país con profundas desigualdades sociales, no pode-
mos permitir que el sistema de justicia refuerce esta bre-
cha. La mayoría de las personas sujetas a prisión preventi-
va oficiosa no tienen los recursos para pagar una defensa
robusta y, en consecuencia, pasan meses o incluso años en
prisión sin haber sido declaradas culpables, mientras que
en muchos casos terminan siendo declaradas inocentes.  

Esta realidad es una injusticia que no podemos ni debemos
tolerar. 

Quienes promueven esta reforma sostienen que ampliar el
catálogo de delitos que ameritan prisión preventiva oficio-
sa es una medida necesaria para garantizar la seguridad. 

Pero debemos ser claros: el encierro automático de perso-
nas acusadas, sin una revisión judicial profunda, no es una
solución a los problemas de seguridad. 

Numerosos estudios demuestran que esta medida no tiene
un impacto positivo en la reducción del crimen ni contri-
buye a disuadir a la delincuencia, en realidad lo que logra
es saturar las cárceles con personas que, en su mayoría, no
serán condenadas. 

En México, solo tres de cada diez personas que ha estado
en prisión preventiva oficiosa son finalmente condenadas,
esto significa que el 70% de estas personas, después de su-
frir la privación de su libertad, son declaradas inocentes. 

Por ello propongo la presente reserva, en lugar de ampliar
la prisión preventiva oficiosa a más delitos, se adopte una
disposición que permita al juzgador descontar el tiempo
que una persona haya pasado en prisión preventiva si al fi-
nal es declarada culpable, respetando así su derecho a la
presunción de inocencia. 

Además, la propuesta limita la pena total a un máximo de
30 años, en alineación con los principios del Estatuto de
Roma, que establece que toda persona tiene derecho a la
presunción de inocencia y que la detención preventiva só-
lo debe usarse cuando sea estrictamente necesario.  

Desde el Grupo Parlamentario del PRI, nos oponemos fir-
memente a que la prisión preventiva se convierta en un ins-
trumento de coacción y represión. Construyamos un Méxi-



co donde la justicia no sea una promesa, sino una realidad
para todos. 

Es cuanto. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de noviembre de 2024.— 
Diputada Ofelia del Socorro Jasso Nieto (rúbrica).»
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INTRODUCCIÓN 

En febrero de 2024 el Presidente de la República presentó un conjunto de iniciativas de 
reformas constitucionales. La relacionada al artículo 19 constitucional y el dictamen de la 
Comisión de Puntos Constitucionales de la Cámara de Diputados aprobado el 13 de agosto 
pretenden ampliar el catálogo de delitos por los cuales, durante una investigación y el juicio, 
las personas permanecen en reclusión automática, sobre la base del delito imputado. La reforma 
se centra en los delitos vinculados a la defraudación fiscal y a delitos contra la salud. 
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Contexto del uso de la prisión preventiva oficiosa en México 

La prisión preventiva oficiosa y justificada forma parte de las medidas cautelares reconocidas 
en el artículo 19 de la Constitución y en el Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP), 
mismas que, de conformidad con su artículo 153, así como por lo sostenido doctrinalmente, 
sirven para "asegurar la presencia del imputado en el procedimiento, garantizar la seguridad de 
la víctima u ofendido o del testigo, o evitar la obstaculización del procedimiento". En dichos 
términos, la legislación adjetiva penal admite, entre otras, la exhibición de garantías 
económicas, el embargo de bienes, la presentación periódica y la colocación de localizadores 
electrónicos, además de la ya referida privación de la libertad; en otras palabras, la razón 
histórica de la prisión preventiva ha sido que la o el presunto delincuente no evada la justicia, 
no escape garantizando con ello su responsabilidad penal y la reparación del daño a la víctima. 

La prisión preventiva oficiosa o automática es una medida de detención que se impone 
atendiendo únicamente al delito imputado, mientras se desarrolla la investigación y durante el 
juicio. Su uso viola el derecho de las personas a que se presuma su inocencia y suele imponer 
a estas, sus familias, a la comunidad y al propio Estado costos económicos y sociales 
desproporcionados, innecesarios e injustos.1  Esta medida invierte el carácter extraordinario y 
de ultima ratio de la detención preventiva, ya que no se aplica bajo una valoración judicial y 
mediante la acreditación de su necesidad, sino que es impuesta de manera automática. 
Actualmente el artículo 19 de la Constitución obliga a los jueces a imponer prisión preventiva 
oficiosa a todas las personas que sean acusadas de determinados delitos. Esta medida que fue 
constitucionalizada en 2008 permite la restricción de la libertad personal solo bajo la 
clasificación del delito en investigación o acusación, por lo que contraviene derechos 
fundamentales, entre ellos: la presunción de inocencia, el debido proceso y la igualdad ante la 
ley. La prisión preventiva oficiosa es contraria a la independencia judicial y al deber de 
fundamentar individualmente los motivos y causas de la detención, su necesidad, 
proporcionalidad, idoneidad y el carácter excepcional de la medida. 

No obstante, como lo reconoce el propio artículo 156 del CNPP, la imposición de las medidas 
cautelares debe estar sujeta a un análisis de idoneidad y proporcionalidad,"aplicando el criterio 
de mínima intervención según las circunstancias particulares". Es decir, la preferencia por una 
u otra medida debe hallarse sometida a un estudio casuístico, en el que, tomando en 
consideración de manera conjunta criterios objetivos sobre el riesgo para la víctima o testigos, 

1  Guillermo Zepeda Lecuona, Los mitos de la prisión preventiva en México, segunda edición, Open Society Institute, Monterrey, 
2009, p. 8. 
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el riesgo de obstaculización del proceso y el riesgo de evasión, se determine la pertinencia de 
la imposición de determinada medida cautelar. 

Según la legislación adjetiva penal, la imposición de medidas cautelares debe someterse a la 
valoración de un juez de control, en audiencia y con presencia de las partes, sometiendo a 
debate su necesidad e incluso su modificación, lo que sucede solo en la prisión preventiva 
justificada, pero no así en la prisión preventiva oficiosa. La prisión preventiva justificada 
presupone una carga probatoria que debe sustentarse en audiencia, en el entendido de que 
ninguna otra medida cautelar es pertinente e idónea para asegurar los fines de la investigación; 
mientras que la prisión preventiva oficiosa se actualiza automáticamente sin debate previo, al 
tratarse de alguno de los tipos penales previstos en el catálogo constitucional. 

A pesar de la existencia de medidas cautelares alternativas a la prisión preventiva, tanto 
justificada como oficiosa, así como el reconocimiento constitucional y convencional del 
principio de presunción de inocencia, desde la constitucionalización de la prisión automática, 
con la reforma en materia procesal penal de 2008, la lógica del Estado mexicano ha sido la de 
convertir en regla la excepción, por medio de su uso generalizado, dotándole, además, a nivel 
jurisprudencial, el carácter de restricción constitucional para el ejercicio de derechos humanos. 
La interpretación que ha dado el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SUN) al 
principio de supremacía constitucional desde 2014 en la jurisprudencia P./J. 20/2014 (10a.), 
bajo la doctrina de las restricciones constitucionales expresas como prevalecientes a las normas 
de derechos humanos de carácter convencional e incluso la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (CoIDH), genera una regla constitucionalizada que es 
incompatible con las obligaciones de respeto y garantía de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

De esta forma, cuando un derecho humano tenga una regulación restrictiva en la Constitución 
y este sea incompatible o colisione con su regulación convencional o incluso con una sentencia 
o resolución internacional -como sucede con la prisión preventiva oficiosa-, la Suprema Corte 
señala que debe prevalecer la restricción constitucional. 

Además, el 12 de abril de 2019 se publicó una reforma constitucional que amplió el catálogo 
de delitos de prisión preventiva oficiosa, incluyendo robo de casa habitación, uso de programas 
sociales con fines electorales, corrupción, ejercicio abusivo de funciones, robo al transporte de 
carga, desaparición de personas, entre otros. 

Esta ampliación, le dio a la prisión preventiva oficiosa un estatus de medida integrante de la 
estrategia de seguridad pública -a través de su pretendido efecto disuasorio- y aparente 
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procuración de justicia -con el aprisionamiento de las personas que presuntamente habrían 
cometido algún delito-, reconociendo, aunque de forma implícita, el fallo de las instituciones 
policiales, lo cual en sentido estricto corresponde al ámbito de la estrategia y las medidas de 
seguridad pública, en el ámbito de prevención, pero no de las medidas cautelares de naturaleza 
penal en el ámbito de la procuración e impartición de justicia. 

De esta forma, en la actualidad la prisión preventiva, oficiosa y justificada, tiene una alta 
prevalencia de utilización en México en contraste con el uso de otras medidas cautelares 
alternativas en liberad. En correspondencia con el actual efecto disuasorio que busca darse a 
la prisión preventiva oficiosa, también se le ha intentado reconocer como estrategia tributaria, 
lo que queda evidenciado con la pretendida inclusión de los delitos de contrabando, 
defraudación fiscal y la expedición, venta, enajenación, compra o adquisición de comprobantes 
fiscales que amparen operaciones inexistentes, falsas o actos jurídicos simulados, a través del 
Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal 
contra la Delincuencia Organizada, de la Ley de Seguridad Nacional, del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, del Código Fiscal de la Federación y del Código Penal Federal 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 08 de noviembre de 2019, y que fuera 
declarado inválido por el Pleno de la SUN en las acciones de inconstitucionalidad 130/2019 y 
136/2019. 
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Análisis de la iniciativa de reforma constitucional en materia penal 

La iniciativa de reforma constitucional presentada por el titular del Poder Ejecutivo busca 
ampliar el catálogo de delitos que ameritan prisión preventiva oficiosa, al incluirse tos tipos 
penales de extorsión, narcomenudeo, delitos para la producción ilegal, preparación, 
enajenación, adquisición, importación, exportación, transportación, almacenamiento y 
distribución de drogas sintéticas como el fentanilo y sus derivados; defraudación fiscal, 
contrabando, y expedición, enajenación, compra o adquisición de comprobantes fiscales -
incluidas facturas-, que amparen operaciones inexistentes, falsas o actos jurídicos simulados.' 

La propuesta desatiende la existencia de la prisión preventiva justificada, la cual, por un lado, 
hace innecesario reformar la Constitución, y por el otro, permite el respeto de los derechos 
humanos y dar cumplimiento a las sentencias de la CoIDH en contra de México por su actual 
estatus legal y constitucional.Tanto en los delitos en los que se plantea la ampliación, como en 
otras conductas ilícitas, las Fiscalías pueden obtener la prisión preventiva, pero de manera 
justificada, acreditando la necesidad de cautela y que en cada caso concreto, con un análisis 
judicial, se determine que la medida está justificada por el riesgo al proceso, hacia la víctima o 
la comunidad, exista riesgo objetivo de sustracción y que otras medidas cautelares no son 
adecuadas y suficientes para sujetar a la investigación y al proceso judicial a una persona. 

Un estudio de junio de 2024 coordinado por el Instituto Belisario Domínguez de la Cámara de 
Senadores, señala que de 48 iniciativas presentadas en la LXV Legislatura de la Cámara de 
Diputados y el Senado de la República para modificar leyes secundarias, 39 de ellas "no estaban 
en sintonía con los puntos resolutivos de la Corte IDH, ya que lejos de proponer la eliminación 
de la figura de prisión preventiva oficiosa de los ordenamientos jurídicos o bien, establecer la 
prisión preventiva como medida cautelar excepcional, buscan agregar más delitos al catálogo 
de aquellos que ameritan prisión preventiva oficiosa"3. Mientras que, en el caso de iniciativas 
de reforma constitucional, de 56 iniciativas "33 iniciativas no están en sintonía con las 
sentencias de la Corte IDH aquí analizadas". Resulta preocupante el contexto de 
incumplimiento de las sentencias de los casos García Rodríguez y otro vs. México (25 de enero 
de 2023) y Tzompaxtle Tecpile y Otros Vs. México (7 de noviembre de 2022). 

2  Esto a pesar de la decisión de la Suprema Corte de invalidar la prisión preventiva oficiosa en leyes secundarias en las acciones 
de inconstitucionalidad 130/2019 y 136/2019. 
3  Carla Angélica Gómez Macfarland, Adecuación del ordenamiento jurídico respecto de la figura de Prisión Preventiva Oficiosa en 
la Carta Magna yen leyes secundarias: una asignatura pendiente, Instituto Belisario Domínguez, Senado de la República, Cuaderno 
de investigación No.102, México, 2024, p. 21. 
4  Itild., p. 20. 
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La libertad personal en el marco constitucional mexicano 

La iniciativa resulta contraria al sentido histórico y los principios de la Constitución vigente. El 
Constituyente de 1917 buscó reducir la arbitrariedad del poder público y el abuso en los 
procedimientos criminales, particularmente del uso de la prisión con motivaciones políticas, y 
se buscó un equilibrio para asegurar la libertad como principio. El proyecto constituyente 
planteó la necesidad de "superar las etapas oscuras con procesos y diligencias secretas, para lo 
cual sugirió ampliar la libertad bajo caución y fijar el tiempo máximo de duración de los 
juicios".5  

Según el Diario de Debates, Venustiano Carranza,Jefe del Ejército Constitucionalista, planteó al 
Congreso Constituyente la necesidad de despolitizar el uso de arbitrario de la justicia penal: 

La ley concede al causado la facultad de obtener su libertad bajo de fianza durante el curso 
del proceso; pero tal facultad quedó siempre sujeta al arbitrio caprichoso de los jueces, 
quienes podían negar la gracia con solo decir que tenía temor de que el acusado se fugase 
y se sustrajera de la acción de la justicia. 

Finalmente, hasta hoy no se ha expedido ninguna ley que fije, de una manera clara y precisa, 
la duración máxima de los juicios penales, lo que ha autorizado a los jueces para detener 
a los acusados por tiempo mayor del que fija la ley al delito de que se trata, resultando así 
en prisiones injustificadas y enteramente arbitrarias.' 

El Constituyente originario estableció límites constitucionales para proteger la libertad y la vida 
de la arbitrariedad del poder público y asegurar garantías mínimas en los procesos penales. La 
Constitución introdujo una protección significativa de la libertad personal para asegurar una 
condición de libertad en el mayor número de casos y restringirla de forma excepcional, de 
manera que la prisión preventiva no se impusiera arbitrariamente. 

En la Constitución de 1917 se determinó como regla la libertad bajo fianza para la persona 
acusada, según las circunstancias personales y la gravedad del delito, sin más requisitos que 
poner la suma de dinero respectiva a disposición de la autoridad, u otorgar caución hipotecaria 
o personaLY como excepción, la prisión preventiva cuando el delito tuviera una pena mayor de 

'José Ramón Cossío Díaz, El sistema de justicia. Trayectorias y descolocaciones, FCE, México, 2018, p. 72. 
Venustiano Carranza, "Discurso del C. Primer Jefe Venustiano Carranza del 1 de diciembre de 1916", en: Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, Nueva edición del Diario de Debates del Congreso Constituyente de 1916-1917, Tomo 1, México, 2006, p. 9 del 

discurso (p. 26 de la edición). 
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cinco años. Además, el derecho a ser juzgado antes de cuatro meses tratándose de delitos cuya 
pena no excediera los dos años de prisión y antes de un año si se excedía ese tiempo. 

En su etapa fundacional, la Constitución desarrolló un principio de excepcionalidad y legalidad 
de la detención preventiva y juicio expedito, de manera que la prisión cautelar resultara una 
medida racional, de mínima intervención y sujeta a plazos máximos. Posteriormente, el 
Constituyente ordinario realizó modificaciones a estos principios al modificar los fundamentos 
de regulación de la prisión preventiva. 

Desnaturalización de la prisión preventiva oficiosa como medida cautelar 

En principio, preocupa en la iniciativa la mención explícita de que la prisión preventiva oficiosa 
sirva para "prevenir y combatir dichos delitos que han aumentado, y con ello, garantizar la paz, 
seguridad y salud y continuar con acciones en beneficio de la población", pues dicho 
reconocimiento la desnaturaliza como medida cautelar del proceso penal, dotándole del 
carácter de estrategia de seguridad pública y de sanción anticipada. 

Es decir, bajo dicha justificación legislativa se le dotaría de cierta autonomía respecto del 
proceso penal, al pretender fungir como herramienta de control de las conductas delictivas e 
instrumento de castigo, frente a tos probables responsables de alguno de los delitos previstos 
por la Constitución Política Federal, esto es, se tornaría el ingreso a prisión como castigo 
anticipado a pesar de la condición de inocencia de la persona investigada o en juicio. Esa 
pretensión, también se evidencia a partir del reconocimiento de que: 

La autoridad no cuenta con las herramientas legales efectivas para combatir y abatir los 
diversos supuestos en que se utiliza la extorsión" y de la pretensión de que la inclusión de 
los delitos fiscales sirva para "inhibir, así como prevenir y sancionar la compra y venta de 
comprobantes fiscales que amparan operacione[s] inexistentes, falsos o simulados [sic]. 

En ese orden de ideas, la inclusión de estos delitos dentro del catálogo de los que ameritan 
imponer de manera automática la prisión preventiva altera la naturaleza cautelar y excepcional 
de la medida, desligándola del proceso penal -y, por ende, de las finalidades de su imposición 
dentro del mismo-, para colocarla en el ámbito de la prevención del delito y, según se 
desprende de la redacción propuesta, en el ámbito de la recaudación tributaria. 

La prevención del delito debe ser parte de la política de seguridad pública, pero no debe 
confundirse, ni desnaturalizarse, con la procuración de justicia, la cual se da una vez que ya 
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aconteció el delito y existe una investigación, la cual, al momento de judicializarse, puede 
requerir que la persona permanezca en reclusión preventiva, trasladándose al ámbito de 
impartición de justicia. Es decir, la procuración y la impartición de justicia son posteriores al 
hecho ilícito, por lo que el discurso que asocia detención preventiva con disminución del delito 
se origina en una falsa premisa. Además de la diferencia entre la prevención del delito y la 
procuración de justicia, no hay evidencia empírica de este planteamiento. Por el contrario, los 
datos arrojan que la prisión preventiva oficiosa ha aumentado, al igual que la violencia. 

Al respecto, resulta falaz la narrativa que sostiene que sin prisión preventiva oficiosa se genera 
una "puerta giratoria" que permite a los "delincuentes", evadir la acción de La justicia: 

Este discurso no considera la multicausalidad del fenómeno delictivo y encubre otras 
problemáticas: la debilidad de las Fiscalías, la falta de profesionalización de las 
corporaciones policiacas y que la prisión preventiva puede ser concedida siempre que el 
Ministerio Público acredite su necesidad e idoneidad. También pasan por alto que la 
revisión periódica y de oficio de la prisión preventiva es una obligación convencional 
incumplida en nuestro país y que el Sistema ONU ha solicitado la eliminación de la prisión 
preventiva oficiosa al potenciar situaciones de tortura.' 

Sobre este tópico, la Oficina en México del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos ha señalado que la prisión preventiva oficiosa como supuesta medida de 
prevención del delito constituye una "desviación de las políticas de seguridad ciudadana": 

Las políticas de seguridad ancladas en el empleo de la prisión preventiva, como lo es el 
uso de la prisión preventiva oficiosa para combatir ciertos delitos, no sólo afectan la esfera 
de derechos de las personas a las que se impone la medida, sino que también se traducen 
en distractores y salidas falsas en la labor de diseño de políticas públicas que 
efectivamente puedan prevenir el delito.' 

Desde la academia se plantea la falla de origen de la reforma constitucional de 2008 que elevó 
a rango constitucional la prisión preventiva oficiosa con la "superposición de lógicas" y la 
"escisión entre una política de prevención del delito basada fundamentalmente en un enfoque 
punitivo y un sistema de procuración y administración de justicia que tiene una impronta mucho 

Simón Hernández León, "La prisión preventiva y el riesgo de las contrarreformas", Documenta, 2018. 
8  ONU-DH México, Observaciones de la ONU-DH sobre la regulación de la prisión preventiva oficiosa, OACNUDH/REP243/2018, 
noviembre de 2018, p. 9. 
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más garante de los derechos': Así, "el resultado de la imbricación de ambas lógicas se plasma 
en la actual redacción del artículo 19 constitucional" 9  

Este ideario sobre la prisión preventiva como elemento de prevención del delito, y no como 
medida cautelar, ha sido manifestado ampliamente por el Poder Ejecutivo. El 16 de abril de 
2024, el Presidente de la República y la Secretaría de Gobernación, acusaron a la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, de pretender eliminar la prisión preventiva oficiosa; además, 
aseguraron que acatar la sentencia de la Corte Interamericana que ordena su eliminación 
implicaba una vulneración a la soberanía nacional, y afirmaron abiertamente que ningún 
tribunal internacional podía ordenar modificar la Constitución: 

La Suprema Corte está proponiendo invalidar el artículo 19 constitucional y ordenar a 
todos los jueces del país inaplicar la prisión preventiva de oficio. Esta decisión la toma a 
partir de una resolución emitida en enero de 2023 por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos que, como sabemos, es una instancia judicial internacional que pertenece a la 
OEA, a la Organización de Estados Americanos, en donde condena a México y resuelve que 
se deben adecuar las leyes, incluyendo la Constitución, para eliminar la prisión preventiva. 

U-1 

Creemos que la Suprema Corte no sólo se excede en sus facultades, sino que pretende 
tomar una decisión sin dimensionar lo que esto significa para la paz y seguridad de nuestro 
país. Por ello es que, el viernes pasado, el Gabinete de Seguridad le enviamos una carta a 
todas las ministras, a todos los ministros, para plantearles cuáles son nuestras 
preocupaciones. 

•l 

En el caso de México, la soberanía nacional reside esencial y originalmente en el pueblo 
y se ejerce a través de los poderes del Estado y de sus representantes populares conforme 
al pacto federal que establece nuestra Constitución; es decir, ningún Estado, gobierno, 
organismo o tribunal extranjero puede ordenarle a México modificar su Constitución, 
modificar su régimen político ni su forma de gobierno; hacerlo sería un acto inadmisible 
de injerencia.' 

9  Luis Arriaga y Simón Hernández, "Auto de vinculación a proceso y prisión preventiva", en: Eduardo Ferrer Mac-Gregor (et. al), 
Derechos Humanos en la Constitución: Comentarios de Jurisprudencia Constitucional e Interamericana. Tomo II. Suprema Corte de 
Justicia de la Nación-Universidad Nacional Autónoma de México-Konrad Adenauer, México, 2013, p. 1885. 
1° Presidencia de la República, Versión estenográfica de la conferencia de prensa matutina del presidente Andrés Manuel López 
Obrador, 16 de abril de 2024. 
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Además, se afirmó de manera falsa que la eliminación de la prisión preventiva oficiosa 
implicaría la liberación automática de 68 mil "presuntos delincuentes", siendo que se trata de 
personas inocentes: 

Esta decisión impactaría a la posible liberación de 68 mil presuntos delincuentes bajo 
prisión preventiva oficiosa al día de hoy. Estamos hablando de 11 mil 640 acusados de 
homicidio, siete mil 150 acusados de secuestro, cinco mil 617 de violación, cuatro mil 13 
de narcotráfico y narcomenudeo, tres mil 800 de portación de armamento y explosivos, 
mil 405 de feminicidio, mil 273 de abuso infantil y corrupción de menores, y 405 por 
delincuencia organizada.11  

El planteamiento que asocia la prisión preventiva oficiosa a una medida de seguridad pública 
fue reforzado por la Conferencia Nacional de Gobernadores en una carta presentada a la 
Suprema Corte -a modo de amicus curiae- el 6 de mayo de 2024, en la que los 31 gobernadores 
y el Jefe de Gobierno de la Ciudad de México manifestaron que la figura responde: 

Hacemos un llamado para que la Suprema Corte de Justicia de la Nación considere lo aquí 
expuesto, ya que se trata de una decisión que impactará directamente en la seguridad y 
gobernabilidad del país y con ello en las entidades federativas, de cuyos gobiernos somos 
responsables y tenemos por tanto la valoración del que vive y tiene elementos más que 
suficientes para emitir opinión fundada sobre las negativas consecuencias que una 
eventual decisión adversa de ese Poder tendría en la seguridad de nuestros gobernados.12  

En esos términos, que pretenden hacer de la prisión preventiva la regla y no la excepción, se 
hace inefectiva el carácter acusatorio del proceso penal, sirviendo ya no como medio cautelar 
procesal para "asegurar la presencia del imputado en el procedimiento, garantizar la seguridad 
de la víctima u ofendido o del testigo, o evitar la obstaculización del procedimiento", como 
establece el Código Nacional de Procedimientos Penales, sino como herramienta incapacitante 
del "delincuente", disuasoria del delito a través de la ejemplificación, desde -supuestamente-, 
la política de seguridad y prevención. 

11 Ídem.  

12  El Universal, "Gobernadores de 31 estados y el Jefe de Gobierno piden a Norma Piña mantener la prisión preventiva oficiosa", 6 
de mayo de 2024; La Jornada, "Gobernadores advierten a SON sobre riesgos de eliminar prisión preventiva", 6 de mayo de 2024; 
Proceso, Los 32 gobernadores del país defienden la prisión preventiva oficiosa ante la SON, 6 de mayo de 2024. 

14/ Reforma constitucional en materia de prisión preventiva / IBERO Puebla 



Regresividad de la ampliación de los delitos de prisión preventiva oficiosa 

El principio de progresividad de los derechos humanos conlleva obligaciones de carácter 
positivo y negativo a cargo de las autoridades estatales. Por un lado, trae consigo la exigencia 
de "ampliar el alcance y tutela de los derechos humanos"; mientras que, en su sentido negativo 
(o prohibición de regresividad), impone a las autoridades la restricción para tomar medidas que 
"limiten, restrinjan, eliminen o desconozcan el alcance y la tutela que en determinado momento 
ya se reconocía a los derechos humanos" (Tesis: la. CCXCl/2016 [10a.], 2016). 

La ampliación del catálogo de delitos de prisión preventiva automática es una medida regresiva 
y vulnera lo establecido en los artículos 7 y 8.2 de la Convención Americana, y 9 y 14.2 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, al afectar de manera absoluta La libertad personal 
y reducir significativamente la presunción de inocencia, en tanto se desarrolla el proceso, 
constituyendo una regla de privación arbitraria de la libertad y no de aplicación extraordinaria. 

Esto es así porque las medidas cautelares, entre las que se incluye la prisión preventiva, deben 
respetar los principios de legalidad, excepcionalidad, razonabilidad, necesidad, 
proporcionalidad, idoneidad, subsidiariedad y mínima intervención. En ese mismo sentido el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en su artículo 9.3 dispone que "la prisión 
preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general", y las Reglas 
Mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de la libertad (también 
denominadas Reglas de Tokio) precisan en su numeral 6 que: 

6.1 En el procedimiento penal sólo se recurrirá a la prisión preventiva como último recurso, 
teniendo debidamente en cuenta la investigación del supuesto delito y la protección de la 
sociedad y de la víctima. 

6.2 Las medidas sustitutivas de la prisión preventiva se aplicarán lo antes posible. La 
prisión preventiva no deberá durar más del tiempo que sea necesario para el logro de los 
objetivos indicados en la regla 6.1 y deberá ser aplicada con humanidad y respeto por la 
dignidad del ser humano. 

Los estándares internacionales proscriben que las medidas que afecten la libertad personal 
constituyan una pena anticipada, subvirtiendo el sentido del proceso penal y nulificando la 
presunción de inocencia al convertirse en la expresión de una sanción punitiva sin sentencia. 
Imponer la prisión preventiva únicamente por el delito y, en general, en causales de procedencia 
no válidas o insuficientes, vulneran los principios enunciados y son contrarias al régimen 
establecido en los tratados internacionales del sistema ONU e Interamericano. La Comisión 
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Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) en su Informe sobre el uso de la prisión 

preventiva en las Américas de 2013 ha sostenido esta crítica a la prisión automática y ha 
formulado recomendaciones de modificar la prisión preventiva oficiosa en México". 

Por su parte, la Corte Interamericana, a través de su jurisprudencia, ha emitido criterios de 
interpretación sobre estos derechos y ha señalado que privar de la libertad por un plazo 
desproporcionado a personas cuya responsabilidad criminal no ha sido establecida contraviene 
los principios generales del derecho universalmente reconocidos". Es decir, si la prisión 
trasgrede la regla de plazo razonable, equivale a la imposición de una pena anticipada'. En 
este sentido, las medidas cautelares deben respetar la presunción de inocencia como regla de 
trato y, además, satisfacer un test de necesidad y proporcionalidad'. 

Distintos órganos de tratados han formulado recomendaciones al Estado mexicano para 
adecuar la prisión preventiva al orden internacional y a las obligaciones contraídas 
soberanamente.' Entre las recomendaciones destacan las del Comité de Derechos Humanos y 
el Comité contra la Tortura, ambos órganos de tratado que tienen mandato específico sobre el 
cumplimiento del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Convención contra la 
Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, cuyas recomendaciones, al 
ser emitidas por los intérpretes auténticos de dichos tratados, tienen una fuerza suficiente para 
evaluar y pedir al Estado la adecuación de su orden jurídico." 

Adicionalmente, diversos mandatos de Procedimientos Especiales del Consejo de Derechos 
Humanos han recomendado suprimir esta medida. El Relator Especial para la Tortura y el Grupo 
de Trabajo sobre la Detención Arbitraria, han señalado la incompatibilidad de la prisión 

13  Comisión IDH, Informe sobre el uso de la prisión preventiva en las Américas, 0EA/Ser.LN/11.Doc.46/13, diciembre 2013, párrs. 
25 y 106; "CIDH llama al Estado mexicano a abstenerse de adoptar medidas Legislativas contrarias a estándares internacionales 
en materia de prisión preventiva", Comunicado, 9 de enero de 2019. 
14  Corte IDH, Caso García Rodríguez y otro Vs. México, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 
de enero de 2023. Serie C No. 482, párrs. 268-273; Caso Bayarri Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 30 de octubre de 2008. Serie C No. 187, párr. 110. 
15  Corte IDH, Caso García Rodríguez y otro Vs. México, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 
de enero de 2023. Serie C No. 482, párrs. 168 y 185; Caso Acosta Calderón Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 24 de junio de 2005. Serie C No. 129, párr. 111. 
16  Corte IDH, Caso García Rodríguez y otro Vs. México, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 
de enero de 2023. Serie C No. 482, párrs. 171, 172 y 184; Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 31 de agosto de 2004. Serie C No. 111, párr. 129. 
17  Los órganos de tratados son entidades que forman parte de una convención internacional y se encargan de supervisar y verificar 
el cumplimiento de los tratados internacionales suscritos por los Estados. 
18  ONU, Comité de Derechos Humanos, Observaciones finales sobre el sexto informe periódico de México, CCPR/C/MEX/CO/6, 7 
de noviembre de 2019, párrs. 34 y 35; Comité contra la Tortura, Observaciones finales sobre el séptimo informe periódico de 
México, CAT/C/MEX/CO/7, 24 de julio de 2019, párr. 33. 
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preventiva oficiosa con el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, recomendando a 
México su eliminación desde 2018.19  

Aunque desde 2008 ya se había adoptado en la Constitución un listado taxativo de delitos a 
los que corresponde imponer prisión preventiva de forma automática, dicha medida no puede, 
ni debe, bajo la consideración de principio de progresividad, aumentarse y disminuir la 
protección ya limitada de la libertad personal y de la presunción de inocencia, así como el 
derecho a la libre determinación judicial en la imposición de medidas cautelares.2°  

De acuerdo con los principios de los derechos humanos, los poderes públicos no deben 
disminuir el nivel de tutela alcanzado de un derecho. En este caso, si la libertad personal y 
presunción de inocencia de las personas en México ya se encontraba limitada de forma absoluta 
en el caso de ser vinculado a proceso por los delitos de delincuencia organizada, homicidio 
doloso, violación, secuestro, delitos cometidos con medios violentos como armas y explosivos, 
delitos graves que determine la ley en contra de la seguridad de la nación, delitos graves que 
determine la ley en contra el libre desarrollo de la personalidad y delitos graves que determine 
la ley en contra de la salud, no debe seguir expandiéndose hacia otras conductas. 

Esto adquiere especial relevancia frente a la doctrina de la Suprema Corte sobre las 
restricciones constitucionales, como prevalecientes a las obligaciones internacionales, pues, al 
ampliarse el catálogo de delitos de prisión preventiva oficiosa, se constitucionalizan violaciones 
de derechos fundamentales de las personas sujetas al proceso penal. 

La ampliación del catálogo de delitos en 2019 y en la iniciativa actual vulnera el principio de 
progresividad, como deber a cargo de los poderes públicos de no afectar los niveles de 
protección de un derecho humano, especialmente cuando dicha regresión resulte arbitraria o 
injustificada, pues si ese grado de tutela disminuye materializa una regresividad como un 
aspecto negativo de la progresividad. 

9  ONU, Relator Especial, Informe del Relator Especial sobre la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, 
Juan E Méndez, A/HRC/28/68/Add.3, 29 de diciembre de 2014, párr. 81; Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria. Opinión 
núm. 1/2018 relativa a Pedro Zaragoza Fuentes y Pedro Zaragoza Delgado (México), A/HRC/WGAD/2018/1, 12 de julio de 2018. El 
Grupo de Trabajo refrendó el criterio y reiteró la solicitud al Estado mexicano en las opiniones 14/2019, 64/2019, 24/2020, 
35/2021 y 67/2021. 
2°  La reforma a la Constitución de 2008 que constitucionalizó la prisión preventiva oficiosa fue previa a la reforma de derechos 
humanos de 2011, que reconoció expresamente el principio de progresividad, mismo que, aunque fue incorporado a la 
Constitución, ya era exigible a partir de los tratados internacionales en la materia. 
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Vulneración de la independencia judicial 

Por otro lado, la Comisión Interamericana en su Informe sobre el uso de la prisión preventiva 

en las Américas analizó que, además de las políticas criminales que proponen mayores niveles 
de encarcelamiento como solución a los problemas de seguridad ciudadana: 

Otro de los factores relevantes que incide en que la prisión preventiva no sea utilizada 
excepcionalmente y de acuerdo con su naturaleza cautelar lo constituyen las injerencias 
sobre las autoridades judiciales directamente encargadas de decidir acerca de la aplicación 
de esta medida, lo que es más grave aún en vista de las significativas deficiencias 
estructurales y flaquezas de los sistemas judiciales de muchos países de la región.' 

Asimismo, la CIDH advierte que estas injerencias provienen de forma preponderante de: 

Altos funcionarios de otros poderes u órganos del Estado, que ante los reclamos sociales 
o por motivaciones de otra naturaleza mantienen un fuerte discurso punitivo, en ocasiones 
acompañado de medidas de presión concretas hacia los operadores de justicia; (b) las 
cúpulas de los poderes judiciales que muchas veces hacen eco del mensaje que se 
transmite desde el poder político; y (c) los medios de comunicación y la opinión pública.' 

En ese orden de ideas, es necesario identificar que la prisión preventiva oficiosa no esté 
funcionando como instrumento para diluir el arbitrio judicial ante discursos deslegitimizantes 
de la actividad de los órganos jurisdiccionales locales y federales; es decir, que el 
mantenimiento de la oficiosidad de la medida no pretenda restar peso a la justificación de las 
personas juzgadoras ante una caracterización discursiva de la actividad judicial: impunidad y 
corrupción. 

En el caso del Sistema Universal, el Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria ya ha 
señalado la incompatibilidad de la prisión preventiva oficiosa con el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos y ha recomendado a México su eliminación desde 2018: 

66. El Grupo de Trabajo considera que la prisión preventiva automática priva a la autoridad 
judicial de una de sus funciones secuenciales como tribunal independiente, ella es, la de 
realizar un análisis individualizado sobre la necesidad y proporcionalidad de la detención 
para cada caso.' 

21  Comisión IDH, Informe sobre el uso de la prisión preventiva en las Américas, op. cit., párr. 107. 
22 ídem. 
23  Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria. Opinión núm. 1/2018, op. cit 
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En el mismo sentido, la Corte Interamericana sostuvo en la sentencia del caso García Rodríguez 

y otro vs México, que la prisión preventiva en su dimensión oficiosa, vulnera la independencia 
judicial en la medida en que la Constitución establece una regla de aplicación normativa sin 
análisis del juez, que vulnera la presunción de inocencia y la tutela judicial, al imponer de forma 
automática la prisión atendiendo únicamente al delito, y la interpretación que ha dado el Pleno 
de la SUN bajo la doctrina de las restricciones constitucionales expresas, como prevalecientes 
a las normas de derechos humanos de carácter convencional e incluso las sentencias de la 
Corte Interamericana. Esto genera una regla constitucional que es incompatible con los 
artículos 1.1, 2, 8 y 25 de la Convención Americana. Así, la prisión oficiosa: 

Limita el rol del juez afectando su independencia (porque carece de margen de decisión) y 
supone un acto que deviene exento de todo control real, al tener por motivación la mera 
aplicación de la norma constitucional, impidiendo al imputado controvertir los hechos o 
discutir el fundamento."24  

Implicaciones de la reforma sobre el sistema de ejecución penal 

Una de las grandes consecuencias de la privación de la libertad mediante prisión preventiva es 
la sobrepoblación en los centros de reinserción social de México. Este problema crítico afecta 
profundamente el sistema penitenciario del país, superando en muchos casos la capacidad 
diseñada de las instituciones penitenciarias-AL cierre del año 2023, la tasa de ocupación 
promedio nacional de estos centros se ubicaba en un 105.9%, con casos extremos como el 
Estado de México, Nayarit, Durango y Morelos, con tasas de 236.8%,213.5%, 158.2% y 144% de 
ocupación, respectivamente'. 

Como consecuencia de la sobrepoblación penitenciaria, la Federación y las entidades 
federativas se han visto imposibilitadas para garantizar condiciones dignas a las personas 
privadas de la libertad. En su Diagnóstico Nacional de Supervisión Penitenciaria, la Comisión 
Nacional de Derechos Humanos advirtió que, de Los 264 centros estatales de reinserción 
visitados, el 92% no contaba con una clasificación adecuada de las personas privadas de la 
libertad, el 86%, tenía una deficiente separación entre personas procesadas y sentenciados, y el 
83%, no contaba con condiciones materiales y de higiene para su alojamiento.' 

24  Corte IDH, Caso García Rodríguez y otro Vs. México, op. cit., párr. 170. 
25  INEGI, "Censos nacionales de sistemas penitenciarios en los ámbitos federal y estatal (CNSIPEE-F), 2024" Comunicado de prensa 
414/24, 18 de julio de 2024. 
26  CNDH, Diagnóstico Nacional de Supervisión Penitenciaria, México, 2023, p. 657. 
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En cuanto a la prisión preventiva en el sistema de justicia penal, debe destacarse que, de 
acuerdo con datos del INEGI, en el año 2023, el 37.3% de la población privada de la libertad o 
internada no contó con una sentencia, de las cuales el 44.3% se encontraba en prisión 
preventiva oficiosa (alrededor de un 20% del total de la población penitenciaria), y un 32.5% 
en prisión preventiva justificada.27  Bajo ese contexto, la inclusión de más delitos en el catálogo 
constitucional podría traer consigo un aumento significativo de personas privadas de la libertad 
de manera innecesaria, agravando las condiciones de los centros de reinserción social. 

Sobre ello, se podría tomar para fines demostrativos sobre la magnitud de la medida, las 
108,305 denuncias por casos de narcomenudeo -delito que se pretende agregar al catálogo 
constitucional- registradas por las Fiscalías Generales de las entidades federativas en 2022, de 
los cuales apenas el 1.6% habían sido ejecutados con violencia.' Si bien la mayoría de tales 
casos no terminarán en la formulación de la imputación y la consecuente imposición de la 
medida cautelar, lo cierto es que sí permite identificar que un importante número de personas 
que podrían ser sometidas de forma automática a una privación de la libertad. 

Incumplimiento de sentencias internacionales 

La Convención Americana fue ratificada por México el 02 de marzo de 1981, y nuestro país se 
adhirió al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos el 24 de marzo de 1981. Ambos 
tratados se adoptaron soberanamente, bajo el principio de buena fe. Al respecto, los artículos 
1.1 y 2 de la Convención Americana y 2.1,2.2 y 2.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos establecen la obligación de respetar y garantizar derechos humanos, el deber de 
adoptar disposiciones de derecho interno para asegurar que ninguna norma interna sea 
contraria al objeto y fin de los tratados y a evitar la reintroducción en el derecho interno de 
medidas o disposiciones regresivas o que limiten los derechos humanos reconocidos. 

Las obligaciones de respeto y garantía de los derechos humanos comprometen a la adopción 
de disposiciones de derecho interno o cualesquiera medidas de otra índole para hacer efectivos 
los derechos consagrados en el Pacto Internacional (artículo 2.2) y en la Convención Americana 
(artículo 2). Ambos tratados son de carácter vinculante para el Estado mexicano. Ante el 
incumplimiento de estas obligaciones generales -por acciones u omisiones- puede surgir la 
responsabilidad internacional por la violación de ambos instrumentos. 

27  INEGI, Censos nacionales de sistemas penitenciarios, op. cit. 
28  INEGI, Censo Nacional de Procuración de Justicia Estatal y Federal 2023, p. 41. 
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Sin embargo, la constitucionalización de la imposición automática de la prisión preventiva 
resulta incompatible con la Convención Americana y la jurisprudencia de la CoIDH que 
establece que privar de la libertad de manera automática a personas cuya responsabilidad 
criminal no ha sido establecida contraviene principios generales del derecho internacional. 

La reforma analizada, al proponer ampliar los delitos de prisión preventiva oficiosa resulta 
contraria e incompatible con las obligaciones de respeto y garantía y el cumplimiento bajo el 
principio de buena fe de los compromisos internacionales a la luz de los artículos 26 y 27 de la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. Lo anterior, porque el Estado mexicano 
ya ha sido condenado por el máximo tribunal regional de derechos humanos como 
consecuencia de la existencia de la prisión preventiva oficiosa. 

En este sentido, la Corte Interamericana estableció en abril de 2023 la responsabilidad 
internacional de México al señalar que la existencia a nivel legal y constitucional de la prisión 
preventiva oficiosa resultaba incompatible con el orden público interamericano y señalando 
como medida de no repetición, suprimir el carácter automático de la prisión preventiva, para 
adecuada al estándar internacional, y que se imponga de forma justificada: 

En lo que se refiere a la figura de la prisión preventiva oficiosa, esta Corte ordena al Estado, 
como lo ha hecho en otros casos, adecuar su ordenamiento jurídico, incluyendo sus 
disposiciones constitucionales, para que sea compatible con la Convención Americana. Para 
tales efectos, el Estado deberá tomar en consideración lo indicado en los párrafos 154 a 
163, y 184 de la presente Sentencia, en donde se establecen los requisitos que deben 
cumplir las medidas de esa naturaleza para que sean compatibles con el referido tratado." 

Esto es, la prisión preventiva se considera una medida válida y garante de derechos, siempre 
que su aplicación no sea automática, sino que esté determinada por una decisión judicial, en la 
que las fiscalías justifiquen y acrediten su necesidad. La sentencia concluyó que esta medida 
constitucionalizada es contraria a un conjunto de derechos fundamentales, entre ellos: la 
presunción de inocencia, el debido proceso y la igualdad ante la ley, así como a la independencia 
judicial y al deber de fundamentar de manera individual los motivos y causas de la detención, 
su necesidad y el carácter excepcional de la medida. 

Sin embargo, el 16 de abril de 2024, después de que el Presidente y la Secretaría de 
Gobernación se pronunciaran en contra del cumplimiento de la sentencia internacional, la 
Fiscalía General de la República y las 32 Fiscalías locales del país, articuladas en la Conferencia 

29  Corte IDH, Caso García Rodríguez y otro Vs. México, op. cit., párr. 301. 

21/ Reforma constitucional en materia de prisión preventiva / IBERO Puebla 



Nacional de Procuración de Justicia, también llamaron a la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación al desacato de la resolución del caso García Rodríguez vs México, y señalaron que la 
Constitución prevalece sobre las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos: 

En razón de lo anterior, la Fiscalía General de la República, junto con la Conferencia 
Nacional de Procuración de Justicia, que agrupa a las Fiscalías y Procuradurías de todo el 
país, ha solicitado formalmente a la Suprema Corte de Justicia de la Nación que emita un 
pronunciamiento claro y definido sobre la supremacía constitucional que debe prevalecer 
en beneficio de las víctimas y de los ofendidos, en acatamiento a lo señalado en el artículo 
19 de la propia Constitución, que es prioritaria y soberana sobre cualquier resolución de 
tribunales internacionales, y que solo podrá ser modificada, si así lo aprueba el Poder 
Legislativo de la Nación Mexicana." 

De aprobarse la reforma constitucional, el Congreso de la Unión, como poder del Estado 
mexicano, compromete una responsabilidad internacional sobrevenida, ya que no solo no 
estaría eliminando la oficiosidad de la prisión preventiva, sino estaría modificando la 
Constitución para ampliar sus supuestos, desacatando una sentencia internacional de la Corte 
Interamericana que constituye cosa juzgada y es de estricto cumplimiento. 

' Fiscalía General de la República, Comunicado FGR 191/2024. 
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Propuestas ante la iniciativa de reforma 

Obligación de revisar la efectividad de la reforma de 2019 

Como ya se refirió, en 2019 se dio una reforma constitucional que amplió el listado de delitos 
de prisión preventiva automática. En ella, el artículo Cuarto Transitorio estableció la obligación 
de evaluar la continuidad de su aplicación en un plazo de cinco años, el cual venció en abril de 
2024. A la fecha no existen criterios de valoración elaborados por el Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, que involucren a las entidades federativas y a la Federación, así como a los 
poderes judiciales y las fiscalías. La evaluación sobre la permanencia o no de la prisión 
preventiva oficiosa, debería contener por mandato constitucional los siguientes elementos: 

1. Desempeño eficaz de las Unidades Estatales de Supervisión a Medidas Cautelares y 
Suspensión Condicional del Proceso; 
2. Eficacia de las medidas cautelares aplicadas; 
3. Creación y desempeño de instancias de atención integral de víctimas; 
4. Implementación de sistemas de información criminal y de judicialización; 
5. Resultado de la aplicación de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias en 
Materia Penal, y 
6. Los avances de la implementación de elementos críticos como la capacitación de los 
operadores de los poderes judiciales y del Ministerio Público, policía de investigación, 
policía preventiva, peritos, entre otros. 

Actualmente solo existen pronunciamientos de corte político exigiendo la permanencia de esta 
medida, bajo el argumento de que es parte parte de la política de la seguridad. Sin embargo, 
no hay estudios y metodologías de su utilización, impacto, cifras y resultados. La aprobación de 
la iniciativa, sin atender la condición impuesta en 2019, incumpliría con este mandato 
constitucional para evaluar su permanencia o su retiro del sistema penal mexicano. 

Interpretación conforme y adición de debate oficioso y medidas de reparación 

En caso de desestimar de forma rotunda las consideraciones tendientes a la eliminación o 
debilitamiento de la prisión preventiva oficiosa, deben buscarse los mecanismos para garantizar 
su adecuación a los parámetros internacionales, de modo que se dé cumplimiento a la sentencia 
del caso García Rodríguez y otro Vs. México y se hagan efectivos los derechos de las personas 
sujetas al proceso penal, especialmente por cuanto hace a la presunción de inocencia. 
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Inicialmente, se propone trasladar la oficiosidad de la imposición de la prisión preventiva hacia 
el debate sobre la medida, es decir, que el carácter de "oficioso" no implique la automaticidad 
de su aplicación, sino que obligue a las personas juzgadoras a analizar las características de 
cada caso en concreto - el aseguramiento de la presencia del imputado en el procedimiento, la 
garantía de la seguridad de la víctima u ofendido o del testigo, o y la no obstaculización del 
procedimiento- para su imposición. 

Esta propuesta, aunque sabemos que no es novedosa, pretende elevar a rango normativo 
constitucional y a la práctica judicial la interpretación de los órganos del Poder Judicial de la 
Federación, haciendo compatible la figura de la prisión preventiva con los estándares 
internacionales en la materia." 

La Suprema Corte ha tenido la oportunidad de plantear como propuesta de solución a la 
constitucionalización de la prisión preventiva oficiosa, una interpretación que la haga 
compatible con los derechos humanos. En septiembre de 2022 -días después de la audiencia 
del caso García Rodríguez ante la Corte Interamericana-, se presentó en el Pleno un proyecto 
de resolución de la Acción de Inconstitucionalidad 130/2019 y su acumulada 136/2019, en el 
que se planteó por primera vez, la inaplicación de la Constitución y de su artículo 19, respecto 
al carácter oficioso de la prisión preventiva.32  

El proyecto, a cargo del ministro Luis María Aguilar planteó la inaplicación de la Constitución y 
una fórmula de interpretación conforme, para que la condición oficiosa de la prisión preventiva, 
no se entendiera como su aplicación automática, sino que el carácter oficioso implicara abrir el 
debate sobre la medida y que su aplicación no fuera en abstracto, sino a partir de una resolución 
judicial que atendiera el debate de las partes y la solicitud de las Fiscalías. 

295. Una segunda interpretación posible es aquella por la que se entiende que la prisión 
preventiva oficiosa no es automática, sino que únicamente consiste en que la gravedad de 
determinados delitos hace necesario que el juez penal cuente con la obligación (sin 
necesidad de que el Ministerio Público lo solicite), de abrir el debate entre las partes a 

31  Al respecto, véase lo sostenido en la tesis jurisprudencial XXII.P.A.1/1 P (11a.), de rubro "PRISIÓN PREVENTIVA OFICIOSA. FORMA 
EN QUE DEBE INTERPRETARSE LA RESTRICCIÓN CONSTITUCIONAL A LA LIBERTAD PERSONAL CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 19, 
PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL, DERIVADO DE LAS CONDENAS AL ESTADO MEXICANO POR LA CORTE 
INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS Y CONFORME A LA DOCTRINA Y JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN." 
32  Relacionadas al Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal contra la 
Delincuencia Organizada, de la Ley de Seguridad Nacional, del Código Nacional de Procedimientos Penales, del Código Fiscal de 
la Federación y del Código Penal Federal, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 08 de noviembre de 2019. 
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efecto de establecer si existe una causa debidamente fundada y motivada que justifique la 
imposición de la medida cautelar. 

296. Ambas interpretaciones son plausibles desde un punto de vista lógico, pero 
únicamente la segunda interpretación anunciada es coherente con el sistema mexicano de 
derechos humanos y da armonía a los distintos elementos normativos descritos en páginas 
anteriores. Por el contrario, la interpretación textual conforme a la que se entiende que la 
prisión preventiva oficiosa es automática, sería contraria a los derechos humanos y 
generaría una tensión entre la prisión preventiva contemplada en el artículo 19, párrafo 
segundo, de la Norma Fundamental respecto del resto de derechos, principios y directrices 
constitucionales. 

353. La forma para lograr este cometido de armonización es, precisamente, la prevalencia 
de la segunda interpretación posible, consistente en entender a la prisión preventiva 
oficiosa como una medida cautelar no automática. Así, desde esta perspectiva, el carácter 
oficioso de esta medida cautelar no implica que el juez penal deba dictar la medida 
cautelar en forma automática y sin justificación en los delitos expresamente contemplados 
en el artículo 19, párrafo segundo, de la Constitución. 

354. Por el contrario, una adecuada visión sobre los alcances de la prisión preventiva 
oficiosa lleva a este Tribunal Pleno a sostener que el carácter oficioso de la medida cautelar 
únicamente significa que se trata de una modalidad en la que el juez penal debe abrir el 
debate para determinar si se justifica la imposición de la prisión preventiva, sin necesidad 
de que el Ministerio Público la hubiera solicitado. 

355. De este modo, una interpretación sistemática de la Constitución lleva a sostener que 
el concepto de "oficiosidad" no significa que la medida se dicte en forma automática, sino 
que debe ser entendida como un término opuesto al principio de "petición de parte", lo cual 
deja en manos de los jueces penales la facultad de valorar cada caso por sus propios 
méritos, y les obliga a motivar adecuadamente la procedencia particular de la medida 
cautelar." 

Aunque el proyecto fue retirado, la doctrina constitucional que contiene y el mecanismo 
propuesto de hacer operativo el principio pro persona para entender como oficiosa la actuación 

33  Suprema Corte de Justicia de la Nación, Acción de inconstitucionalidad 130/2019 y su acumulada 136/2019 (proyecto). 
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del juez para abrir el debate y no para su imposición automática, constituye un mecanismo de 
operatividad de los derechos humanos para hacer conforme a la Constitución esta medida. 

Dicho de otro modo, la propuesta que se expone apunta a modificar la forma en que se concibe 
la prisión preventiva oficiosa, ya no colocándole un carácter automático para su imposición, 
sino sujetando a las personas juzgadoras a hacer un examen oficioso (sin que medie petición 
de los agentes del Ministerio Público) sobre la necesidad de su imposición en el proceso penal. 
De formalizarse este planteamiento, se posibilitaría la transición de la mirada sobre la prisión 
preventiva oficiosa -de orden preventivo y punitivo- hacia sus orígenes como medida cautelar 
sujeta al proceso penal, al advertirse ya no como el resultado de una presunción de 
culpabilidad, sino como el producto de una resolución judicial que atiende de forma objetiva a 
las condiciones específicas de la persona, justificando la restricción temporal, excepcional y 
proporcional de la libertad. Además de promover la revisión periódica y de oficio como una 
obligación judicial, lo que permitiría evaluar la necesidad de la medida y racionalizar su 
aplicación. 

Asimismo, es necesario recoger a nivel constitucional la obligación contenida en el artículo 9.5 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, generando un mecanismo de reparación 
para las personas privadas ilegalmente de la libertad, lo que en el caso de la prisión preventiva 
ocurriría en aquellos asuntos en que los agentes del Ministerio Público hubieren cometido 
actuaciones irregulares, o en el caso de las personas juzgadoras, cuando no se hubieren 
acreditado los criterios de arraigo, peligro para la víctima y riesgo procesal, o en situaciones de 
prisión preventiva prolongada, innovando una medida de reparación. 

Este mecanismo, a la par de servir como garantía para las personas sujetas a un proceso penal, 
funciona como herramienta de mejora de las instituciones encargadas de procuración y 
administración de justicia, al imponerles de forma directa la obligación de reparar las 
violaciones de derechos humanos que hubieren cometido con motivo de un actuar irregular, en 
términos del artículo 1° de la Constitución Política Federal, incluyendo la reclusión arbitraria. 

Preferencia por otras medidas cautelares y fortalecimiento de las UMECAS 

En septiembre de 2017, la CIDH presentó en México el Informe sobre medidas dirigidas a reducir 

el uso de la prisión preventiva, en el que señala que su aplicación arbitraria e ilegal es un 
problema crónico en la región. El documento propone medidas para eliminar el uso de la prisión 
preventiva, adecuarla a los estándares internacionales en la materia, hacer énfasis en el uso de 
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medidas alternativas que privilegien la libertad de las personas, fortalecer la coordinación 
interinstitucional entre actos del sistema de justicia, entre otras." 

En consonancia con las recomendaciones internacionales y con la obligación derivada de la 
reforma constitucional de 2019 para revisar el funcionamiento y permanencia de la prisión 
preventiva oficiosa, una medida necesaria es la revisión de las Unidades de Medidas Cautelares 
(UMECAS), el fortalecimiento de su operación y la creación de políticas públicas que garanticen 
su adecuado funcionamiento, recursos humanos, equipamiento, capacitación, infraestructura y 
un diseño institucional adecuado. 

Además, de la supervisión, las UMECAS deben generar información relevante sobre el 
cumplimiento y efectividad de las medidas cautelares en libertad. Como plantea Arias Martínez 
"estas funciones exigen por parte de estas Unidades un alto grado de responsabilidad y 
competencia al ser la única autoridad facultada por el Código Nacional de Procedimientos 
Penales para emitir previamente la opinión técnica respecto del nivel de riesgo procesar". 

Como planteó el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad en 2017,"la correcta 
aplicación de las medidas cautelares brindan certeza jurídica, privilegia la presunción de 
inocencia y la seguridad ciudadana'. De esta manera, las UMECAS suministrarían información 
necesaria para el debate de las medidas cautelares, a partir de una valoración técnica de las 
condiciones de la persona imputada, su entorno socioeconómico, laboral y familiar, sus 
antecedentes procesales y comportamiento, y determinar la existencia o no de riesgo procesal, 
como un elemento activo en la valoración de la prisión preventiva justificada o en la oficiosa 
entendida como aquella en que se abre el debate de oficio y no se impone de manera 
automática. 

Actualmente, su consolidación es un desafío de construcción de capacidades institucionales y 
procesos técnicos de operación que no han sido garantizados por las autoridades: 

El método de valoración de riesgos de las UMECAS es heterogéneo y poco transparente, 
puesto que Los instrumentos de valoración de riesgos con los que se cuenta asignan valores 
numéricos aleatorios a las circunstancias de riesgo. Por otro lado, los medios y las fuentes 
de información utilizados por las UMECAS para verificar la veracidad de la información 

34  CIDH, "CIDH presenta Informe sobre medidas dirigidas a reducir el uso de la prisión preventiva", comunicado de prensa, 7 de 
septiembre de 2017. 
35  Erika Arias Martínez, "¿Impunidad en el sistema penal? El reto de consolidación de las UMECAS", Impunidad Cero, 2019. 
36  Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, "Fortalecimiento de las Unidades de Supervisión de Medidas 
Cautelares y Suspensión Condicional del Proceso", Gobierno de México, comunicado de prensa, 13 de marzo de 2017. 
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sobre la que basarán su análisis de riesgos no cuentan con estándares de calidad que 
permitan garantizar su confiabilidad.37  

A pesar de la escasa información oficial sobre su desempeño, organismos de la sociedad civil 
como el Instituto de Justicia Procesal Penal han documentado a 2019 que 78% de las personas 
con una medida cautelar en libertad cumplía con ella, lo que revela el alto cumplimiento y 
efectividad de medidas distintas a la prisión preventiva". Asimismo, la CIDH registró, a partir 
de la información proporcionada por organizaciones de la sociedad civil: 

Que a septiembre de 2015, diversas entidades federativas presentaron altos porcentajes 
de efectividad en el cumplimiento de las medidas alternativas a la prisión preventiva. En 
este sentido, indican que los estados de Baja California, Guerrero Morelos, Puebla y la 
Ciudad de México, cuentan con tasas de efectividad de aproximadamente el 95%. 

Esto demuestra con evidencia empírica que las medidas en libertad alternativas a la prisión 
preventiva son eficaces y permitirán la realización de investigaciones y el desarrollo de juicios 
sin necesidad de usar la prisión preventiva. En la medida en que las UMECAS generen 
información y den seguimiento sobre el riesgo de un imputado, será posible que quien 
legítimamente merezca prisión preventiva sea privado de su libertad, mientras continua el 
procedimiento penal o bien, que quede en libertad, pero sujeto a medidas cautelares eficientes 
y vigiladas, lo que permitiría reducir el uso de la prisión preventiva y, en consecuencia, la 
disminución de costos procesales. 

Finalmente, es necesario generar y consolidar capacidades institucionales en las Fiscalías, que 
permitan asegurar que un delito investigado, con prisión preventiva o sin ella, tendrá un 
desarrollo exitoso. Actualmente, a pesar de la defensa de la oficiosidad de la medida, no hay 
evidencia de que la detención de personas garantice una mejor investigación y posibilite 
obtener una sentencia condenatoria y contribuir a la disminución de la impunidad. 

La prisión preventiva automática no puede contribuir a generar una mejor institucionalidad, por 
el contrario, ha mantenido la inercia de un modelo de procuración de justicia abusivo e 
inefectivo. El combate a la impunidad y un mejor sistema de justicia penal requieren fortalecer 
áreas clave de las fiscalías, de la política de persecución penal, de los equipos de investigación, 

37  María Anel. Pineda Marín, "Medidas cautelares y UMECAS. Más allá de la implementación", en: Jaime Arellano Quintana (et al,), 
coord. Diálogo Regional sobre Acceso a la Justicia y Debido Proceso en el Sistema Acusatorio, Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, México, 2020, p. 20. 
38  Instituto de Justicia Procesal Penal, Observatorio UMECAs: En México, la mayoría de las personas con medidas cautelares en 

libertad las cumple, 1 de febrero de 2019. 
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de un modelo de gestión de casos y de un poder judicial independiente, un conjunto de acciones 
que no se logran aumentando la prisión preventiva oficiosa. 
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de novembre de 2024 

DIP. SERGIO CARLOS GUTIÉRREZ LUNA 
PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA 
H. CÁMARA DE DIPUTADOS 
LXVI legislatura. 
Presente 

1 3 NOV 2024 

Quien suscribe, Dio. Dr. Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario de Morena, 
con fundamento en los artículos 109 y 110 del reglamento de la Cámara de Diputados, 
solicito someter a la consideración del Pleno, reserva al artículo 19 de la constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, contenido del dictamen de la Comisión de 
Puntos Constitucionales, con proyecto de decreto por el que se reforma el párrafo 
segundo del artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
materia de prisión preventiva oficiosa, para quedar como sigue: 

  

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

 

      

 

DICE 	 DEBE DECIR 

      

 

Artículo 19.... 

  

Artículo 19.... 

 

 

El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la 
prisión preventiva cuando otras medidas cautelares 
no sean suficientes para garantizar la 
comparecencia del imputado en el juicio, el 
desarrollo de la investigación, la protección de la 
víctima, de los testigos y de la comunidad, así como 
cuando el imputado esté siendo procesado o haya 
sido sentenciado previamente por la comisión de 
un delito doloso. El juez ordenará la prisión 
preventiva oficiosamente, en los casos de abuso o 
violencia sexual contra menores, delincuencia 
organizada, extorsión, nafeemenfidee7  
actividades ilícitas relacionadas con el 
fentanilo y otras drogas sintéticas conforme 
a las leyes aplicables, homicidio doloso, 
feminicidio, violación, secuestro, trata de personas, 

El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la 
prisión preventiva cuando otras medidas cautelares 
no sean suficientes para garantizar la 
comparecencia del imputado en el juicio, el 
desarrollo de la investigación, la protección de la 
víctima, de los testigos y de la comunidad, así como 
cuando el imputado esté siendo procesado o haya 
sido sentenciado previamente por la comisión de 
un delito doloso. El juez ordenará la prisión 
preventiva oficiosamente, en los casos de abuso o 
violencia sexual contra menores, delincuencia 
organizada, extorsión, actividades ilícitas 
relacionadas con el fentanilo y otras drogas 
sintéticas conforme a las leyes aplicables, 
homicidio doloso, feminicidio, violación, secuestro, 
trata de personas, robo de casa habitación, uso de 
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robo de casa habitación, uso de programas sociales 
con fines electorales, corrupción tratándose de los 
delitos de enriquecimiento ilícito y ejercicio abusivo 
de funciones, robo al transporte de carga en 
cualquiera de sus modalidades, delitos en materia 
de hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos, 
delitos en materia de desaparición forzada de 
personas y desaparición cometida por particulares, 
delitos cometidos con medios violentos como 
armas y explosivos, delitos en materia de armas de 
fuego y explosivos de uso exclusivo del Ejército, la 
Armada y la Fuerza Aérea, así como los delitos 
graves que determine la ley en contra de la 
seguridad de la nación, de la salud, del libre 
desarrollo de la personalidad, defraudación 
fiscal, contrabando y cualquier actividad 
relacionada con falsos comprobantes 
fiscales, en los términos fijados por la ley. 
Para la interpretación y aplicación de las 
normas previstas en este párrafo, los 
órganos del Estado deberán atenerse a su 
literalidad, quedando prohibida cualquier 
interpretación análoga o extensiva que 
pretenda inaplicar, suspender, modificar o 
hacer nugatorios sus términos o su vigencia, 
ya sea de manera total o parcial. 

programas sociales con fines electorales, 
corrupción tratándose de los delitos de 
enriquecimiento ilícito y ejercicio abusivo de 
funciones, robo al transporte de carga en 
cualquiera de sus modalidades, delitos en materia 
de hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos, 
delitos en materia de desaparición forzada de 
personas y desaparición cometida por particulares, 
delitos cometidos con medios violentos como 
armas y explosivos, delitos en materia de armas de 
fuego y explosivos de uso exclusivo del Ejército, la 
Armada y la Fuerza Aérea, así como los delitos 
graves que determine la ley en contra de la 
seguridad de la nación, de la salud, del libre 
desarrollo de la personalidad, defraudación 
fiscal, contrabando y cualquier actividad 
relacionada con falsos comprobantes 
fiscales, en los términos fijados por la ley. 
Para la interpretación y aplicación de las 
normas previstas en este párrafo, los 
órganos del Estado deberán atenerse a su 
literalidad, quedando prohibida cualquier 
interpretación análoga o extensiva que 
pretenda inaplicar, suspender, modificar o 
hacer nugatorios sus términos o su vigencia, 
ya sea de manera total o parcial. 
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Atentamente 
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de novembre de 2024 

DIP. SERGIO CARLOS GUTIÉRREZ LUNA 
PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA 
H. CÁMARA DE DIPUTADOS 
LXVI legislatura. 
Presente 

1 3 NOV 2024 

Quien suscribe, Dip. Dr. Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario de Morena, 
con fundamento en los artículos 109 y 110 del reglamento de la Cámara de Diputados, 
solicito someter a la consideración del Pleno, reserva al artículo 19 de la constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, contenido del dictamen de la Comisión de 
Puntos Constitucionales, con proyecto de decreto por el que se reforma el párrafo 
segundo del artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
materia de prisión preventiva oficiosa, para quedar como sigue: 

  

CONSTITUCIÓN POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 
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Artículo 19.... 

    

   

Artículo 19.... 

 

 

El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la 
prisión preventiva cuando otras medidas cautelares 
no sean suficientes para garantizar la 
comparecencia del imputado en el juicio, el 
desarrollo de la investigación, la protección de la 
víctima, de los testigos y de la comunidad, así como 
cuando el imputado esté siendo procesado o haya 
sido sentenciado previamente por la comisión de 
un delito doloso. El juez ordenará la prisión 
preventiva oficiosamente, en los casos de abuso o 
violencia sexual contra menores, delincuencia 
organizada, extorsión, nareemenudee, 
actividades ilícitas relacionadas con el 
fentanilo y otras drogas sintéticas conforme 
a las leyes aplicables, homicidio doloso, 
feminicidio, violación, secuestro, trata de personas, 

El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la 
prisión preventiva cuando otras medidas cautelares 
no sean suficientes para garantizar la 
comparecencia del imputado en el juicio, el 
desarrollo de la investigación, la protección de la 
víctima, de los testigos y de la comunidad, así como 
cuando el imputado esté siendo procesado o haya 
sido sentenciado previamente por la comisión de 
un delito doloso. El juez ordenará la prisión 
preventiva oficiosamente, en los casos de abuso o 
violencia sexual contra menores, delincuencia 
organizada, extorsión, fiefeememidee, 
actividades ilícitas relacionadas con el 
fentanilo y otras drogas sintéticas conforme 
a las leyes aplicables, homicidio doloso, 
feminicidio, violación, secuestro, trata de personas, 
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robo de casa habitación, uso de programas sociales 
con fines electorales, corrupción tratándose de los 
delitos de enriquecimiento ilícito y ejercicio abusivo 
de funciones, robo al transporte de carga en 
cualquiera de sus modalidades, delitos en materia 
de hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos, 
delitos en materia de desaparición forzada de 
personas y desaparición cometida por particulares, 
delitos cometidos con medios violentos como 
armas y explosivos, delitos en materia de armas de 
fuego y explosivos de uso exclusivo del Ejército, la 
Armada y la Fuerza Aérea, así como los delitos 
graves que determine la ley en contra de la 
seguridad de la nación, de la salud, del libre 
desarrollo de la personalidad, defraudación 
fiscal;  contrabando y cualquier actividad 
relacionada con falsos comprobantes 
fiscales, en los términos fijados por la ley. 
Para la interpretación y aplicación de las 
normas previstas en este párrafo, los 
órganos del Estado deberán atenerse a su 
literalidad, quedando prohibida cualquier 
interpretación análoga o extensiva que 
pretenda inaplicar, suspender, modificar o 
hacer nugatorios sus términos o su vigencia, 
ya sea de manera total o parcial. 

robo de casa habitación, uso de programas sociales 
con fines electorales, corrupción tratándose de los 
delitos de enriquecimiento ilícito y ejercicio abusivo 
de funciones, robo al transporte de carga en 
cualquiera de sus modalidades, delitos en materia 
de hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos, 
delitos en materia de desaparición forzada de 
personas y desaparición cometida por particulares, 
delitos cometidos con medios violentos como 
armas y explosivos, delitos en materia de armas de 
fuego y explosivos de uso exclusivo del Ejército, la 
Armada y la Fuerza Aérea, así como los delitos 
graves que determine la ley en contra de la 
seguridad de la nación, de la salud, del libre 
desarrollo de la personalidad, contrabando y 
cualquier actividad relacionada con falsos 
comprobantes fiscales, en los términos 
fijados por la ley. Para la interpretación y 
aplicación de las normas previstas en este 
párrafo, los órganos del Estado deberán 
atenerse a su literalidad, quedando 
prohibida cualquier interpretación análoga o 
extensiva que pretenda inaplicar, suspender, 
modificar o hacer nugatorios sus términos o 
su vigencia, ya sea de manera total o parcial. 
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Atentamente 

\̀ Dip. Dr. Ric do M nreal Ávila 
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Artículo 19.... 

El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la 
prisión preventiva cuando otras medidas 
cautelares no sean suficientes para garantizar la 
comparecencia del imputado en el juicio, el 
desarrollo de la investigación, la protección de la 
víctima, de los testigos y de la comunidad, así 
como cuando el imputado esté siendo procesado o 
haya sido sentenciado previamente por la comisión 
de un delito doloso. El juez ordenará la prisión 
preventiva oficiosamente, en los casos de abuso o 
violencia sexual contra menores, delincuencia 
organizada, 	extorsión, 	nafseme-n-udeo, 
actividades ilícitas relacionadas con el 
fentanilo y otras drogas sintéticas conforme a 
las leyes aplicables, homicidio doloso, 
feminicidio, violación, secuestro, trata de personas, 
robo de casa habitación, uso de programas 

Artículo 19.... 

El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la 
prisión preventiva cuando otras medidas 
cautelares no sean suficientes para garantizar la 
comparecencia del imputado en el juicio, el 
desarrollo de la investigación, la protección de la 
víctima, de los testigos y de la comunidad, así 
como cuando el imputado esté siendo procesado o 
haya sido sentenciado previamente por la comisión 
de un delito doloso. El juez ordenará la prisión 
preventiva oficiosamente, en los casos de abuso o 
violencia sexual contra menores, delincuencia 
organizada, extorsión, na-r-cremen-udee, delitos 
previstos en las leyes aplicables cometidos 
para la ilegal introducción y desvío, 
producción, 	preparación, 	enajenación, 
adquisición, 	importación, 	exportación, 
transportación, almacenamiento y distribución 
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DIP. SERGIO CARLOS GUTIÉRREZ LUNA 
PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA 
H. CÁMARA DE DIPUTADOS 
LXVI legislatura. 
Presente 

Quien suscribe, Dip. Dr. Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario de Morena, 
con fundamento en los artículos 109 y 110 del reglamento de la Cámara de Diputados, 
solicito someter a la consideración del Pleno, reserva al artículo 19 de la constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, contenido del dictamen de la Comisión de 
Puntos Constitucionales, con proyecto de decreto por el que se reforma el párrafo 
segundo del artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
materia de prisión preventiva oficiosa, para quedar como sigue: 
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sociales con fines electorales, corrupción 
tratándose de los delitos de enriquecimiento ilícito 
y ejercicio abusivo de funciones, robo al transporte 
de carga en cualquiera de sus modalidades, delitos 
en materia de hidrocarburos, petrolíferos o 
petroquímicos, delitos en materia de desaparición 
forzada de personas y desaparición cometida por 
particulares, delitos cometidos con medios 
violentos como armas y explosivos, delitos en 
materia de armas de fuego y explosivos de uso 
exclusivo del Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea, 
así como los delitos graves que determine la ley en 
contra de la seguridad de la nación, de la salud, del 
libre desarrollo de la personalidad, defraudasién 
fiscal-;  contrabando y cualquier actividad 
relacionada con falsos comprobantes fiscales, 
en los términos fijados por la ley. Para la 
interpretación y aplicación de las normas 
previstas en este párrafo, los órganos del 
Estado deberán atenerse a su literalidad, 
quedando prohibida cualquier interpretación 
análoga o extensiva que pretenda inaplicar, 
suspender, modificar o hacer nugatorios sus 
términos o su vigencia, ya sea de manera total 
o parcial. 

de precursores químicos y sustancias 
químicas esenciales, drogas sintéticas, 
fentanilo y derivados, homicidio doloso, 
feminicidio, violación, secuestro, trata de personas, 
robo de casa habitación, uso de programas 
sociales con fines electorales, corrupción 
tratándose de los delitos de enriquecimiento ilícito 
y ejercicio abusivo de funciones, robo al transporte 
de carga en cualquiera de sus modalidades, delitos 
en materia de hidrocarburos, petrolíferos o 
petroquímicos, delitos en materia de desaparición 
forzada de personas y desaparición cometida por 
particulares, delitos cometidos con medios 
violentos como armas y explosivos, delitos en 
materia de armas de fuego y explosivos de uso 
exclusivo del Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea, 
así como los delitos graves que determine la ley en 
contra de la seguridad de la nación, de la salud, del 
libre desarrollo de la personalidad, defraudación 
fiscal, contrabando y cualquier actividad 
relacionada con falsos comprobantes fiscales, 
en los términos fijados por la ley. Para la 
interpretación y aplicación de las normas 
previstas en este párrafo, los órganos del 
Estado deberán atenerse a su literalidad, 
quedando prohibida cualquier interpretación 
análoga o extensiva que pretenda inaplicar, 
suspender, modificar o hacer nugatorios sus 
términos o su vigencia, ya sea de manera total 
o parcial. 
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